ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 87 004 2019 00041 01
ACCIONANTE: ETELVINA BERRIO ARBELÁEZ 

ACCIONADO: SOCIEDAD FIDUCIARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO Y OTRO  
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / REINTEGRO A COLPENSIONES DE LOS APORTES HECHOS POR EL CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, DEVUELTOS A LA FIDUAGRARIA CON BASE EN DECRETO 3771 DE 2007 / REQUISITOS / SOLICITUD DEL INTERESADO AL FONDO DE PENSIONES / NO PUEDE ACUDIRSE A LA TUTELA SIN AGOTAR ESE TRÁMITE.
La  jurisprudencia de la Corte Constitucional ha recalcado que por regla  general el reconocimiento de derechos pensionales por vía de tutela no es procedente, en tanto la verificación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para acceder a este tipo de prestaciones económicas corresponde a otros escenarios, administrativos o judiciales, en los que se debe surtir un debate de tal naturaleza, sin embargo, tratándose de casos en los que se evidencia que tales vías no conducen a un eficaz y oportuno amparo de los derechos fundamentales de quienes pretenden un reconocimiento pensional, esa Corporación ha sostenido que “… en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.” (…)
En el caso sub examine, el impugnante insiste en que las entidades accionadas le vulneraron los derechos fundamentales al habeas data, petición, debido proceso y mínimo vital de la señora Etelvina Berrio Arbeláez, quien se encuentra frente a un perjuicio irremediable y por lo tanto, se debe ordenar por vía constitucional a Fiduagraria que reintegre a Colpensiones los aportes que la misma devolvió con base en el Decreto 3771 de 2007 y conforme a la revocatoria de la resolución GNR 318999 del 29 de octubre de 2016 a través de la resolución SUB 48508 del 28 de abril de 2017 o en su defecto, se ordene a Colpensiones que realice las gestiones tendientes ante Fiduagraria y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el reintegro de los aportes descritos. (…)
De acuerdo a lo anterior, es deber del juez constitucional desplegar una actividad probatoria con el fin de establecer si los derechos fundamentales invocados están siendo efectivamente vulnerados y en este caso en específico, no obstante Colpensiones ordenó devolver al fondo BEPS el valor de lo que le había reconocido a la accionante por concepto de la indemnización de la pensión de vejez, debe mediar una solicitud de la accionante tendiente a que Colpensiones radique ante la Fiduagraria la respectiva cuenta de cobro para que esta sociedad proceda reintegrar los aportes que reclama la señora Berrio Arbeláez.

Por tanto, no basta que el abogado de la actora afirme que se han desplegado las actuaciones en la Fiduagraria para el reembolso de los dineros que le corresponden a la señora Berrio Arbeláez con ocasión a la revocatoria de la resolución GNR 31899  del 29 de octubre de 2016 de Colpensiones, ya que se hace necesario que la parte actora presente la solicitud respectiva ante esa administradora de pensiones, pues  no puede el juez de tutela dar una orden sin que previamente la entidad demandada hubiera conocido la voluntad de la señora Berrio Arbeláez…
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticinco (25) de septiembre de dos mil diecinueve  (2019)
Aprobado por Acta No.839
Hora: 10:50 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Oscar Darío Ríos apoderado judicial de la Señora Etelvina Berrio frente al fallo del 5 de agosto del año 2019 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas d Seguridad de la ciudad de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de Fiduagraria S.A., Colpensiones y Ministerio de Hacienda y Crédito Público por considerar vulnerados los derechos fundamentales al mínimo vital, a la vida en condiciones dignas, a la igualdad, a la salud, a la seguridad social, al debido proceso, al derecho de petición y al habeas data. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. La señora Etelvina Berrio Arbeláez nació el 22 de diciembre de 1956, por lo que tiene 62 años de edad, a quien, sin mediar solicitud, Colpensiones con la resolución GNR 318999 del 29 de octubre de 2016 le reconoció una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, girada al  fondo BEPS, por lo que, dentro del término legal se interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, los cuales fueron decididos a través de las resoluciones GNR348117 del 22 de noviembre y VPB1889 del 17 de enero de 2017, respectivamente, confirmando la resolución GNR3189999 del 29 de octubre de 2016.

El 21 de abril de 2017, la señora Etelvina Berrio Arbeláez le solicitó a Colpensiones que revocara la resolución GNR3189999 del 29 de octubre de 2016, argumentando que no estaba de acuerdo con la liquidación ni con que se hubiera dado traslado de la misma al fondo BEPS, de tal manera, que seguiría cotizando a Colpensiones hasta cumplir con los requisitos para adquirir la pensión de vejez. Al respecto, Colpensiones mediante la resolución SUB 48508 del 28 de abril de 2017, revocó la Resolución GNR318999 aludida y ordenó al fondo BEPS el reintegro de la indemnización de la pensión de vejez.  
No obstante lo anterior, el abogado de la accionante solicitó a Colpensiones el detalle de la historia laboral de su mandante, en la que se pudo observar que las cotizaciones de Colombia Mayor fueron devueltas conforme al Decreto 3771 de 2007.  Por lo tanto, el 17 de abril de 2019 se requirió a la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. Fiduagraria el reintegro de los aportes que Colpensiones había devuelto en virtud al programa Colombia Mayor con base en la revocatoria de la Resolución GNR 318999 del 29 de octubre de 2016.  Al respecto, el 6 de mayo de 2019, Fiduagraria respondió a la actora que con el fin de realizar nuevamente el giro de los subsidios, Colpensiones debía presentar la respectiva cuenta de cobro.

Resaltó que con la solicitud de reintegro lo que se busca es cumplir con los requisitos legales para acceder a la pensión, dado a que la señora Berrio Arbeláez se encuentra desempleada y se mantiene muy enferma, lo que le impide el desarrollo de alguna actividad económica, pues si bien es cierto vive de una renta de un inmueble, también lo es que la suma que percibe de $400.000 no le alcanza para cubrir todos sus gastos. 
En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) tutelar los derechos  fundamentales de la señora Etelvina Berrio Arbeláez al mínimo vital, a la vida en condiciones dignas, a la igualdad, a la salud, a la seguridad social, al debido proceso, petición y habeas data; ii) ordenar a Fiduagraria (Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A) realizara el reintegro a Colpensiones de los aportes que le había devuelto, conforme al Decreto 3771 de 2007, por el programa Colombia Mayor y en atención a la revocatoria del acto administrativo GNR318999 del 29 de octubre de 2016, según lo dispuesto en la resolución SUB48508 del 28 de abril de 2017; iii) que en caso que no prosperar la petición segunda, se le ordene a Colpensiones, que realice las gestiones tendientes ante la Fiduagraria y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para el reintegro de los aportes que la misma le devolvió en virtud al decreto 3771 de 2007, por el programa Colombia Mayor, lo anterior, en atención a la revocatoria del acto administrativo GNR 31899 del 29 de octubre de 2016, de conformidad con la resolución SUB 48508 del 28 de abril de 2017, y por ser ella misma la directa responsable en la emisión de dichos actos administrativos y iv) que en caso de que sean negadas las anteriores peticiones, ordene al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en calidad de ordenador de gasto y en virtud a la revocatoria del acto administrativo GNR 31899 del 29 de octubre de 2016, de conformidad con la resolución SUB 48508 del 28 de abril de 2017, para que autorice el reintegro de esos recursos a Colpensiones. (Fls 1-10)

2.3.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 11-35).
3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. SOCIEDAD FIDUCIARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO FIDUAGRARIA
Informó que el Sistema de Información de Fondo de Solidaridad Pensional (FSP) registra en su base de datos la afiliación de la señora Etelvina Berrio Arbeláez en el Programa de Subsidio al Aporte en Pensión (PSAP) desde el 1 de octubre del año 2000, en el grupo de trabajador independiente urbano, y fue retirada del programa el 3 de agosto de 2015, por incurrir en la causal “Cuando se cumpla un período máximo establecido para el otorgamiento del subsidio” contenida en el artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016; es decir, porque la actora fue desvinculada por cumplir el máximo de semanas subsidiadas.
Explicó que una vez el afiliado cumple con los requisitos para acceder al programa PSAP, su permanencia será temporal, ya sea por cumplir la edad máxima permitida o llegar al límite de semanas subsidiadas, lo cual fue informado a la accionante, a quien se le aplicó lo dispuesto en el Decreto 3771 de 2007, el que por el principio de favorabilidad, se le permitió que fueran subsidiadas 750 semanas. 

Señaló que en vista de que Colpensiones le reconoció a la accionante una indemnización sustitutiva de vejez, Fiduagraria solicitó a Colpensiones los subsidios otorgados por el Fondo de Solidaridad Pensional a su favor durante su afiliación en el PSAP, por lo que a la fecha el reporte de semanas subsidiadas por el Fondo de Solidaridad Pensional corresponde a cero (0).  Sin embargo, la entidad no evidenció solicitud alguna de Colpensiones sobre el reintegro de los subsidios a favor de la actora, por el hecho de haber revocado su Resolución GNR318999 del 29 de octubre de 2016, ello impide que puedan girarse los períodos que la actora reclama, toda vez que para que Fiduagraria reintegre los ciclos solicitados, es necesario que Colpensiones emita una cuenta de cobro, lo que aún no ha hecho

Solicitó: i) vincular al proceso al Ministerio de Trabajo, ii) negar las pretensiones de la accionante, pues como quedó demostrado, el administrador Fiduciario no vulneró derecho fundamental alguno de la parte actora, iii) desvincular de este trámite  a Fiduagraria S.A por falta de legitimación en la causa por pasiva y v) declarar improcedente la presente acción (Fl. 39-46).
3.2. MINISTERIO DE TRABAJO  (VINCULADO)
Indicó que verificada la información remitida por Fiduagraria S.A.,  la señora Berrio Arbeláez se afilió al Programa de Subsidio al Aporte en Pensión PSAP desde el 1º de octubre de 2000 en el grupo poblacional “trabajador independiente urbano” y fue retirada del mismo el 8 de agosto de 2015 por incurrir en la causal “cuando se cumpla el período máximo establecido para el otorgamiento del subsidio”.

Explicó el trámite que debe acatar Fiduagraria para reintegrar los ciclos solicitados por la actora, como lo es que Colpensiones emita la cuenta de cobro respectiva.

Solicitó que declare la falta de legitimación en la causa por pasiva por cuenta no es la llamada a resolver lo solicitado  (Fls. 61-67).
3.3. COLPENSIONES

Consideró que la petición de la accionante desnaturaliza el mecanismo de protección de carácter subsidiario y residual frente a los derechos invocados cuando no han sido sometidos a los procedimientos pertinentes e idóneos para su solución.  Lo anterior, aunado a que la actora no demostró la existencia de un perjuicio irremediable para que proceda la intervención del juez de tutela, máxime que la accionante no radicó formalmente ante esa administradora solicitud formal con relación a lo pretendido en este trámite.  En tal virtud, solicitó que se desestimara la presente demanda y se declarara su incompetencia  (Fls. 72-74).
3.4. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público no dio respuesta a la demanda de tutela, pese a haber sido notificado del auto admisorio de la misma (Fl. 38 vuelto).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 5 de agosto de 2019,  el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad resolvió declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por el abogado de la señora Berrio Arbeláez por no cumplir con los requisitos de procedibilidad de la acción constitucional, en el entendido de que la parte actora no había radicado ninguna solicitud ante Colpensiones frente a lo que ahora es objeto de controversia en el presente trámite  (Fls. 75-80).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1.  El apoderado judicial de la señora Etelvina Berrio Arbeláez fue notificado del fallo de primer grado el 6 de agosto de 2019 (Fl. 81).

El 12 de agosto de 2019, el abogado de la señora Berrio Arbeláez radicó en el Centro de Servicios Administrativos de los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de la ciudad un escrito por medio del cual impugnó la sentencia de primer nivel, en el que señaló que la A quo no se había pronunciado frente al derecho fundamental del habeas data, a sabiendas que las administradoras  de pensiones son las principales responsables de la custodia de la información, debiendo desplegar las actividades que sean necesarias para garantizar que la misma sea precisa, clara y detallada y por ello, la obligación de verificar la exactitud de las cotizaciones y en caso tal, adelantar las investigaciones pertinentes ante empleadores o terceros para rindan comprobar la certeza de los datos.

Consideró injusto que se concluyera que no se presentó ante Colpensiones ninguna solicitud previa, toda vez que dentro del material probatorio se pueden observar las gestiones tendientes al reintegro delos valores que fueron devueltos ante la sociedad Fiduagraria. 
Señaló que las administradoras de pensiones están obligadas a responder frente a las controversias que surjan a partir de los registros que aparecen en  las historias laborales.  Por lo tanto, la acción de tutela es el mecanismo preferente con el fin de obtener la protección de los derechos fundamentales invocados y en tal virtud, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel con el fin de ordenar a Fiduagraria que reintegre a Colpensiones los aportes que la misma devolvió con base en el Decreto 3771 de 2007 y conforme a la revocatoria de la resolución GNR 318999 del 29 de octubre de 2016 a través de la resolución SUB 48508 del 28 de abril de 2017.  En caso de no prosperar lo antes pedido, se ordene a Colpensiones que realice las gestiones tendientes ante Fiduagraria y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el reintegro de los aportes descritos (Fls. 82-86). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar la providencia, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”. (Subrayas nuestras)

6.5.  La  jurisprudencia de la Corte Constitucional ha recalcado que por regla  general el reconocimiento de derechos pensionales por vía de tutela no es procedente, en tanto la verificación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para acceder a este tipo de prestaciones económicas corresponde a otros escenarios, administrativos o judiciales, en los que se debe surtir un debate de tal naturaleza, sin embargo, tratándose de casos en los que se evidencia que tales vías no conducen a un eficaz y oportuno amparo de los derechos fundamentales de quienes pretenden un reconocimiento pensional, esa Corporación ha sostenido que “… en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.”
 
6.6. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.6.1. En el caso sub examine, el impugnante insiste en que las entidades accionadas le vulneraron los derechos fundamentales al habeas data, petición, debido proceso y mínimo vital de la señora Etelvina Berrio Arbeláez, quien se encuentra frente a un perjuicio irremediable y por lo tanto, se debe ordenar por vía constitucional a Fiduagraria que reintegre a Colpensiones los aportes que la misma devolvió con base en el Decreto 3771 de 2007 y conforme a la revocatoria de la resolución GNR 318999 del 29 de octubre de 2016 a través de la resolución SUB 48508 del 28 de abril de 2017 o en su defecto, se ordene a Colpensiones que realice las gestiones tendientes ante Fiduagraria y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el reintegro de los aportes descritos.

6.6.2.  De las pruebas allegadas con la demanda, la Sala observa las siguientes:

·  Copia de la Resolución SUB48508 del 28 de abril de 2018 por medio de la cual Colpensiones  revocó la Resolución GNR 318999 de 2016 que había reconocido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez a favor de la señora Etelvina Berrio Arbeláez.  Así mismo, resolvió que se comunicara dicho acto administrativo al fondo BEPS y ordenó a ese fondo devolver el valor de $4.782.210  por concepto de indemnización de la pensión de vejez (Fls.  16-18).

· Copia de la primera hoja del derecho de petición radicado el 17 de abril de 2019 en Fiduagraria (Fl. 19).

· Copia de la respuesta del 6 de mayo de 2019 emitida por Fiduagraria a la señora Berrio Arbeláez (Fls. 20 y 21). 

· Original de la declaración extrajuicio rendida por la accionante ante la Notaría 4ª del Círculo de Pereira (Fl. 22).

·  Reporte de semanas cotizadas en pensiones expedido por Colpensiones (Fls. 23-33).

6.6.3.  Por su parte, la Fiduagraria S.A. mencionó el trámite que la accionante debe acatar para poder proceder a devolver los aportes reclamados, como lo es que Colpensiones radique en dicha sociedad la solicitud de reintegro a favor de la señora Berrío Arbeláez, actuación esta que no quedó acreditada dentro del expediente hubiera sido diligenciada.

6.6.4.  El artículo 228 de la Constitución consagra el principio de la prevalencia del derecho sustancial en virtud del cual “las formas no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su realización. Es decir, que las normas procesales son  un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no fines en sí mismas”.  Frente a ese principio,  La Corte Constitucional en la Sentencia T-154 de 2018 señaló: “dicho  principio de la justicia material para resolver asuntos de diferente índole dentro de la reclamación de los derechos fundamentales a través de la acción de tutela y que  se opone a la aplicación formal y mecánica de la ley en la definición de una determinada situación jurídica. Por el contrario, exige una preocupación por las consecuencias mismas de la decisión y por la persona que es su destinataria, bajo el entendido de que aquella debe implicar y significar una efectiva concreción de los principios, valores y derechos constitucionales”. Y Sobre el alcance de ese principio constitucional, dicha Corporación expuso en la providencia antes descrita, lo siguiente :
 
“La aplicación de este principio es de carácter obligatorio dentro de las actuaciones y decisiones de la Administración cuando define situaciones jurídicas, las cuales además de ajustarse al ordenamiento jurídico y de ser proporcionales a los hechos que le sirven de causa o motivo, deben responder a la idea de la justicia material. De igual forma, lo es en la función ejercida por los jueces dentro del análisis de los casos concretos, quienes dentro del análisis probatorio deben evitar incurrir en el exceso ritual manifiesto, en la inobservancia del material probatorio, y por el contrario han de sujetarse a los contenido, postulados y principios constitucionales de forzosa aplicación, como la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas”.
 
Sin embargo, esta Corporación ha aclarado que el principio de la justicia material no puede ser aplicado de manera absoluta para la determinación de situaciones jurídicas. En este sentido, ha sostenido que dicho supuesto es “insostenible teóricamente e impracticable judicialmente” dado que se estarían desconociendo las formalidades establecidas para el reconocimiento del derecho en beneficio de una consideración fáctica[43].
6.6.5. De acuerdo a lo anterior, es deber del juez constitucional desplegar una actividad probatoria con el fin de establecer si los derechos fundamentales invocados están siendo efectivamente vulnerados y en este caso en específico, no obstante Colpensiones ordenó devolver al fondo BEPS el valor de lo que le había reconocido a la accionante por concepto de la indemnización de la pensión de vejez, debe mediar una solicitud de la accionante tendiente a que Colpensiones radique ante la Fiduagraria la respectiva cuenta de cobro para que esta sociedad proceda reintegrar los aportes que reclama la señora Berrio Arbeláez.
6.6.6. Por tanto, no basta que el abogado de la actora afirme que se han desplegado las actuaciones en la Fiduagraria para el reembolso de los dineros que le corresponden a la señora Berrio Arbeláez con ocasión a la revocatoria de la resolución GNR 31899  del 29 de octubre de 2016 de Colpensiones, ya que se hace necesario que la parte actora presente la solicitud respectiva ante esa administradora de pensiones, pues  no puede el juez de tutela dar una orden sin que previamente la entidad demandada hubiera conocido la voluntad de la señora Berrio Arbeláez, como la devolución de los aportes a pensiones que se hicieron a Colpensiones por haber estado afiliada al programa Colombia Mayor.
6.6.7.  De tal manera, que la accionante no puede ahora pretender que a través de la acción de tutela se ordene la protección de sus derechos fundamentales al habeas data, debido proceso, petición o mínimo vital cuando en la entidad accionada, Colpensiones, no se ha tramitado petición alguna para la emisión de la respectiva cuenta de cobro ante Fiduagraria, exigencia legal que la Sala no considera excesiva. Por lo tanto, se puede concluir que el apoderado de la señora Berrío Arbeláez se apresuró a instaurar  la presente tutela sin haber  agotado el mecanismo administrativo pertinente y en ese sentido, no se cuentan con elementos de juicio que permitan inferir que la entidad accionada se haya negado a dar trámite a la solicitud del accionante o hubiera sido negligente,  lo que hace improcedente el amparo en los términos como fue implorado.

Por lo discurrido, se confirmará la sentencia de primer grado. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  la sentencia proferida el 5 de agosto de 2019 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela interpuesta por el apoderado judicial de la señora Etelvina Berrio Arbeláez en contra de Fiduagraria S.A., Colpensiones y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público como vinculado el Ministerio del  Trabajo.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-406 de 2005
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